En la Ciudad de Mar del Plata, a los 17 días del mes de junio del año dos mil ocho, reunida la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en dicha ciudad, en Acuerdo Ordinario, para pronunciar sentencia en la causa P-296-BB1 “FISCO DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES c. PIRO Y RUIZ S.C.A. s. APREMIO PROVINCIAL, con arreglo al sorteo de ley cuyo orden de votación resulta: señores Jueces doctores Riccitelli y Sardo, y considerando los siguientes:

ANTECEDENTES


I. El señor Juez titular del Juzgado de Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo N° 1 del Depto. Judicial Bahía Blanca dictó resolución admitiendo la excepción de pago total documentado interpuesta por la demandada y, en consecuencia, desestimó la ejecución promovida por el Fisco de la Provincia de Buenos Aires contra Piro y Ruiz S.C.A., fijando las costas a la actora vencida y regulando los honorarios del profesional que actuó como apoderado de la firma ejecutada.

II. A fs. 126, el apoderado de la demandada, en su propio derecho, apeló los estipendios que le fueran regulados por considerarlos bajos, recurso que fue tenido por interpuesto en tiempo y forma, en los términos del art. 57 del decreto ley 8907/77.

III. A fs. 129/130, el Fisco provincial interpuso recurso de apelación, impugnando la condena en costas y la regulación de los honorarios del apoderado de la contraria. Concedido el remedio por el juez de grado a fs. 131 y corrido el traslado a la demandada de los agravios vertidos en torno a la imposición de costas, la ejecutada acompaña su réplica a fs. 141/144.

IV. Las actuaciones fueron elevadas a la Excma. Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en la ciudad de La Plata (fs. 145), y luego recibidas en esta alzada en virtud de lo dispuesto por la Resolución N° 24/2008 de la S.C.B.A. (fs. 147). Puestos los Autos para Sentencia, corresponde plantear las siguientes

CUESTIONES


1. Atento el modo en que fueron elevadas las actuaciones por el juez de grado, ¿es admisible el recurso de apelación deducido por el letrado de la parte demandada a fs. 126?

2. ¿Es fundado el recurso del Fisco en torno a la imposición de las costas del proceso?


En su caso,


3. ¿Son atendibles los recursos interpuestos respecto de la regulación de honorarios practicada por el a quo? 


A la primera cuestión planteada el señor Juez Doctor Riccitelli dijo:


Mediante proveído de fs. 127 el magistrado de primera instancia tuvo por interpuesto en tiempo y forma –en los términos del art. 57 del dec. ley 8904/77- el recurso de apelación deducido a fs. 126 por el Dr. José Carlos Palmas contra la regulación de honorarios practicada a su favor en el pronunciamiento de fs. 124/125 y, sin expedirse expresamente sobre la concesión del recurso articulado, dispuso la elevación de los autos a la alzada.

Puestos los autos para resolver cabe señalar, en primer lugar, que la concesión de un recurso de apelación –o su denegatoria-, cualquiera fuere el ordenamiento procesal aplicable, corresponde al juez de la instancia del que emana la sentencia o resolución apelada, sin perjuicio de que dicha tarea resulte complementada luego con el más exhaustivo examen de admisibilidad que deba practicar la alzada conforme las normas en juego (cfr. doct. esta Cámara in re P-352-MP1 “Contreras”, sent. del 17-IV-2008). 

No escapa a esta regla general la previsión del art. 57 del dec. ley 8904, que sustenta el recurso de apelación deducido (cfr. doct. esta Cámara in re P-335-BB1 “Asociación Médica Bahía Blanca”, res. del 22-V-2008). No obstante ello, en el sub examine, la errónea inacción del juez de grado en lo atinente a la falta de concesión del recurso no justifica, empero, adoptar una medida de reenvío a la instancia para que cumpla con aquello que omitió. 

Tal proceder desconocería el deber que como magistrados nos viene impuesto por el art. 34, inciso 5°, apartado e) del Código Procesal Civil y Comercial, más aún cuando es potestad de la Cámara, como juez final de los recursos ordinarios, decidir oportunamente sobre su procedencia formal (cfr. Cámara de Apelaciones en lo Civil y Comercial de Mar del Plata, Sala II, in re “Orellano”, res. n° 822/98, del 8-X-98) y examinar todo lo relativo a la concesión del recurso (si quien lo dedujo es parte o tiene interés en su interposición, si ha sido deducido en término y si se lo concedió con el efecto que corresponde, entre otros conceptos), pues se trata de cuestiones en las que está comprometido el orden público por referirse a la jurisdicción y competencia funcional de la alzada, sin encontrarse ella obligada ni por la voluntad de las partes, ni por las resoluciones del juez de primer grado, por más que se encuentren consentidas (cfr. Cámara Segunda de Apelaciones en lo Civil y Comercial de La Plata, Sala I, in re “Prato”, res. del 16-VII-96).

En el marco señalado, el recurso de apelación articulado resulta formalmente procedente, en tanto fue interpuesto por el interesado contra el auto regulatorio dictado en estos obrados, dentro del plazo reglado, por ante el juzgado de origen y habiendo cumplimentado los recaudos previstos por el art. 57 del dec. ley 8904.


En consecuencia, propongo al Acuerdo conceder el recurso deducido a fs. 126 y declarar –asimismo- su admisibilidad formal (art. 57 del Dec. Ley 8904/77; arts. 242, 243, 246, 271 y ccs. del C.P.C.C.; art. 25 ley 13.406)).


Voto, entonces, la primera cuestión por la afirmativa.

La señora Juez doctora Sardo por idénticos fundamentos a los brindados por el Señor Juez doctor Riccitelli, vota la misma cuestión planteada por la afirmativa.


A la segunda cuestión planteada el señor Juez Doctor Riccitelli dijo:

I.1. El Fisco provincial se agravia ante esta alzada por la imposición de costas que decidiera el magistrado del apremio en virtud del acogimiento de la excepción de pago total documentado formulada por la accionada y consecuente rechazo de la ejecución fiscal incoada por la parte actora.

Señala, en primer término, que el título acompañado por el organismo recaudador no poseía ni posee defecto legal alguno, lo que evidencia que la Administración tributaria tenía razón fundada para litigar.

Aduna que el Fisco desplegó la actividad necesaria para constatar la veracidad de la excepción interpuesta por la ejecutada y que, habiendo comprobado los extremos pertinentes, se allanó en forma incondicional y oportuna.

Remarca que lo anterior lo hizo “omitiendo todo planteo” respecto de actuaciones llevadas a cabo por la contraria a las que juzga demostrativas de un conocimiento acabado del expediente del apremio por la firma demandada con anterioridad a la intimación de pago. De ello colige que su contraria no habría estado en condiciones de plantear la excepción a la que luego el magistrado le hiciera lugar, por primacía del principio de preclusión imperante el ordenamiento procesal.

Finalmente recuerda la autonomía del derecho tributario y de ello postula la posibilidad que le cabe a los magistrados de apartarse del criterio objetivo de la derrota para imponer costas en el orden causado, condena que –a su entender- se condice con la justicia, la defensa del patrimonio estatal y las particulares circunstancias del caso.

Solicita, en consecuencia, la revocación de la decisión apelada en lo que resulta materia de agravio.

II. Al contestar el traslado que le fuera conferido, la firma accionada descalifica los argumentos de la apelante. Rechaza cualquier planteo sobre la extemporaneidad de la articulación de su excepción de pago total documentado, relatando los sucesivos eventos procesales que condujeron a la interposición de la mentada defensa, para –finalmente- recordar que mal pudo existir razón fundada de la actora para litigar, si el título ejecutado fue emitido por el propio Fisco con fecha posterior a la cancelación total del crédito impositivo que se reclamaba. Solicitó el rechazo de la apelación y la imposición de costas de esta alzada a la contraria.

III. Los agravios del recurrente son inatendibles.

La Corte Suprema de Justicia de la Nación, reiteradamente ha descalificado pronunciamientos dictados en  ejecuciones fiscales, cuando en la condena en costas no se ha respetado el precepto ritual (art. 558 del C.P.C.C.N.; en el caso su similar provincial art. 556 del C.P.C.C., por remisión del art. 25 ley 13.406) que rige tal materia en los procesos ejecutivos (cfr. Fallos 288:48; 305:760; 319:842; 321:3199). En criterio del Alto Tribunal, la condena en costas al vencido es el principio a aplicar en las ejecuciones fiscales, desde que el objeto a ponderar debe ser –en suma-, si el Fisco o la ejecutada han obtenido el resultado querido, esto es, que se siguiera o no adelante con la ejecución fiscal (cfr. arg. doct. C.S.J.N. Fallos 325:3382 –del Dictamen de la Procuración General-). Y ello es así, con independencia de cuál hubiera sido la razón que sellara la suerte favorable o adversa del apremio, excepción hecha –por cierto- cuando el rechazo de la ejecución fiscal se motiva en el allanamiento del Fisco frente a la articulación por la accionada de la prescripción liberatoria de la deuda impositiva, donde las costas deberán ser impuestas por su orden -conforme reciente doctrina de la Suprema Corte de Justicia provincial en la materia (cfr. causa C. 93.397 “Rando”, sent. de 21-XI-2007)-.

Para más, cabe recordar que cuando –no obstante su ulterior allanamiento-, el acreedor dio lugar al planteo defensivo de la contraria, las costas deben serle impuestas al accionante (cfr. doct. C.S.J.N. Fallos 312:756). En la especie, no cabría postular una diversa solución a la señalada por el Máximo Tribunal federal a tenor del relato efectuado por la ejecutada en el escrito (fs. 107/114) donde, no sólo opuso excepción de pago total documentado, sino también patentizó una desorganización burocrática en el seno del ente recaudador que bien pudo ser la causa de la emisión el 30-III-2005, de un título ejecutivo por una deuda tributaria a tal fecha inexistente. 

III. Por lo expuesto, propongo a mi colega rechazar el recurso de apelación interpuesto por el Fisco provincial y confirmar la condena en costas fijada en la resolución cuestionada (arts. 68 y 556 C.P.C.C., art. 25 ley 13.406), imponiendo los gastos causídicos de esta alzada, a la vencida por mediar contradicción (arts. 68 y 274 del C.P.C.C., art. 25 ley 13.406). 

Voto, entonces, por la negativa.

La señora Juez doctora Sardo por idénticos fundamentos a los brindados por el Señor Juez doctor Riccitelli, vota la misma cuestión planteada por la negativa.

A la tercera cuestión planteada, el señor Juez doctor Riccitelli dijo:

I. En la Resolución de fs. 124/125, el juez del apremio reguló los honorarios del abogado apoderado de la parte demandada en la suma de Pesos Nueve Mil Novecientos ($ 9.900,=), con más los adicionales de ley. 

El beneficiario de la regulación la impugna por considerar bajos los estipendios fijados, mientras que el apoderado fiscal los cuestiona por resultar –a su juicio- altos.

II. A los fines de analizar la regulación aludida debe tomarse en cuenta la escala que para este tipo de procesos prevé el art. 22 de la ley 13.406 y merituar, asimismo, las pautas brindadas por los arts. 14 –carácter en que actúa el abogado- y 16 –monto del asunto, resultado obtenido, complejidad y novedad de la cuestión, entre otros parámetros-, ambos del decreto ley 8904/77.

A tales efectos debe tenerse en cuenta que el apremio fue iniciado por el Dr. Rodrigo Arnoldo Zeballos Bilbao en su carácter de apoderado del Fisco de la Provincia de Buenos Aires; que el Dr. José Carlos Palmas a fs. 20/37 se presentó como apoderado de la ejecutada solicitando sustitución de embargo; que a fs. 51/114 el mismo profesional articula en nombre de la demandada, excepción de pago total documentado, acompañando profusa prueba para demostrar la pertinencia de la excepción; que a fs. 122/123, el apoderado fiscal se allana a la excepción planteada y que, finalmente, el Sr. Juez de grado admitió la defensa deducida y rechazó la ejecución promovida contra Piro y Ruiz S.C.A.

III. Merituando lo acontecido en autos, la valoración que en el sub examine se hiciera de los trabajos realizados por el Dr. José Carlos Palmas, así como el consecuente monto de los honorarios regulados por el a quo –atacados por bajos y por altos- lucen ajustados a derecho (arts. 22 de la ley 13.406; 1, 10, 16, 57 y cates. del Dec. Ley 8904/77), lo que justifica su confirmación por esta Alzada. Dejo constancia que para analizar los honorarios fijados al Dr. José Carlos Palmas por las actuaciones relacionadas con el presente apremio, se ha tomado como base regulatoria la suma de PESOS OCHENTA Y DOS MIL CIENTO CUARENTA Y TRES CON VEINTIOCHO CENTAVOS ($ 82.143,28) (art. 23, segunda parte, del Dec. Ley 8904/77).

Por lo expuesto, me expido también aquí por la negativa.

La señora Juez doctora Sardo por idénticos fundamentos a los brindados por el Señor Juez doctor Riccitelli, vota la misma cuestión planteada por la negativa.
De conformidad a los votos precedentes, la Excma. Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en Mar del Plata, dicta la siguiente 

SENTENCIA

1. Conceder, en relación, el recurso de apelación interpuesto a fs. 126 por el Dr. José Carlos Palmas, declarando, asimismo, su admisibilidad formal (art. 57 del Dec. Ley 8904/77; arts. 242, 243, 246, 271 y ccs. del C.P.C.C.; art. 25 ley 13.406).

2. Rechazar el recurso de apelación interpuesto por el Fisco provincial y confirmar el pronunciamiento cuestionado en cuanto impuso las costas de la instancia de grado a la accionante vencida (arts. 68 y 556 C.P.C.C., art. 25 ley 13.406 y doct. cit.), imponiendo los gastos causídicos de esta alzada también al Fisco perdidoso por mediar contradicción (arts. 68 y 274 del C.P.C.C., art. 25 ley 13.406). Estése a la regulación de honorarios por trabajos ante esta alzada, la que se practica por separado (art. 31 decreto ley 8904/77).

3. Desestimar los recursos de apelación interpuestos contra la regulación de honorarios practicada por el juez del apremio a favor del doctor José Carlos Palmas, confirmando en consecuencia la determinación obrante a fs. 124 vta. (arts. 22 de la ley 13.406; 1, 10, 16, 23 –segunda parte- 57 y cctes. del Dec. Ley 8904/77).

Regístrese, notifíquese y devuélvanse las actuaciones al Juzgado de origen por Secretaría. Fdo: Elio Horacio Riccitelli – Adriana M. Sardo. María Gabriela Ruffa, Secretaria.

